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ASUN'IO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jcsús Martín Ccacoya

Coaguila contra la rcsolución de fo_jas 1096, de fecha 4 dc mayo de 2016. expedida por
la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Juslicia de Lima que declaró infundada la

de¡na¡da dc autos.

NDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario

SENTENCIA INTERI,OCUTORIA DEL'I'RIBUNAL CONSTIT'UCIONAI,

Lima.5 de noviembre de 2018

El Perudno el 29 de agoslo de 2014, cstc Tribunal estableció, en cl
nto 49, coD carácler de prccedcntc. que se expedirá sentencia inte oc.uto ia

ria, dicleda sin n1ás trámite. cuando se presente alguno de los siguientcs
¡pueslos, quc igua lmente están contenidos en el ar1Ículo I I dcl Rcglamcnto

a) Carezca de lundamentación la suplresta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial

trascendencia constilucional.
c) La cuestióD de Derecho invocada contradiga Lrn precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimaloria en casos sustancialmente iguales.

2. tjn la resolució,r cmitida cn el Expediente 07123-2013-P^/TC, publicada el 2l de

agoslo de 2015 en el portal web institucional. el Tribunal Constitucional declaró
i¡rprocedcote la demanda de amparo por considerar que la de¡¡anda se inlerpuso
anlc un juzgado qlre carece de competencia por razón del terlilorio. Ello de

conformidad con lo dispuesto en el artículo 5l del Código ProcesalConstitucional,
cl cual expresamente establece que es competente para conocer el prcceso de

xñparc. dc habaas .lút¿r y dc cumplimiento, eljuez civil o mixto del lugar donde se

a[ec!ó el derecho o donde tisnc su domicilio principal el af¡ctado. Además, se

precisa que no sc admitc Ia prórroga de la competencia territorial bajo sanción dc
nulidad de lo acluado.

No nalivo del'l'ribunal Constitlrcional:
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El presente caso es sustancialmente igual al resuelto. de manera desestimatoria, en

el Expediente 07 123-201l-PA/TC, pues los hechos q0e la parte de¡¡andante

denuncia por considerat que al'ectan slls derechos conslitucionales ocuuicron en

"Callao Ventanilla. avenida Néstor Cambcta km.24, carretera" (t'.6), lugar donde

cl demandante alega se le impidió ingresar (l'.444), y su domicilio eslá ubicado en

jirón Ignacio Merino 3911, Urb. Panamericana Node, distrito de t,os Olivos (1' 2).

Sin embarBo, la demanda fue interpuesta ante el Décimo Juzgado Constitucional dc

Lima.

,1. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 3 r¿?P/d, se verific¡ que

en el caso de autos se ha incurrido co Ia causal de rechazo prevista en el acápite d)

del lundamento 49 de la sentencia emitidaenel Expediente 00987-2014-PA/TC
y en el inciso d) del aÍículo I I dsl ReSlamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, correspo¡dc declarar, sin más trálnite, improcedenle
el recurso de agravio constitLrcional.

Por estos funda¡¡enlos, cl Tribunal Conslitucional, con Ia autorid¿d quc lc

confiere Ia Constitución Política del Perú, el lundamento de voto dcl magistrado S¡rdón
de Taboada. y Ia participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocadr¡

para dirir¡ir la discordia suscitada por el voto singular del magislrado Fcrrero Cosla.

III]SUELVI]

Declarar IMPROCBDENTE el resurso de vio const;lucional

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SÁLDANA lta a- <24 (

Lo quc



§aw
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL lilliltilillffirL

EXP. N.' 04741-20I6-P^/l'C
1-IMA
JESÚS MARTiN CCACCYA COAGT]]LA

FUNDAM¡]NTO DE VOTO DEL MAGIS'IRADO SAIIDÓN DE TABOADA

Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la senlencia inferlocutoria expedida en aulos.

discrepo de su lundamentación.

En el acápitc b) del fundanrento 49 de la sentencia cmitida en el Expediente 00987-
2014-PA/TC 

-precedente 
Vásquez Romero este Tribunal Constitucional señaló que

debe rechazarse el recL¡rso de agravio constitucional cuando la cuestión de Derecho que

contiene no sea de especial trascendencia constitucional.

B¡ cste caso, la parte demandante solioita su rcposición en el pueslo de lrabajo, por

considerar que füe despedida arbitraria¡¡ents. Sin embargo, como he señalado

repetidamente en mis votos enritidos como magistrado de este Tribunal Constitucional.
considero que nuestra Conslitución no establece un régimen de estabilidad labor.l
absoluta.

A mi cntender, el derecho al kabajo consaSrado por el artíclllo 22 de la Conslilución no

¡rcluye Ia reposición. Como señalé en el voto singular que e¡niti e¡ el Dxpcdiente

05057-20 I 3-PA/|C, Precedente Iluatuco Huatuco. el derecho al lrabajo

debe ser entendido corno la posib¡liddd de acceder libremante al ntercddo
labordl c¡ a desorrollar la ctit,ida¿ econónica que uno quiera, dentro de

los lhnites que ld ley estableca por razanes de orden público. Solo esta

interpretación es coñsistentc con las libelades de contratación y trab4io
consagradas en el artículo 2". incisos 1,1 ) l5; Ia Iibcrtad de empresa

establecida en el aI1iculo 59'; y, la visión dinámica del proceso económico
contenida en rl ¡r tr.rlo o l' de la ( on5titu.iun.

Así, cuando el artículo 27 de Ia Constitución de l99l establcce qulr 'la ley otorga al

trabajador protección adecuada conlra el despido arbitrario", se refiere solo a obtener
una iDdemnización determinada por la ley.

A mi critcrio, cuando la Conslilr¡ción utilizó el adjefi\o arbilrutia, englobó lanto al

despido /r¿l/o como al i jastifcado de los que hablaba el Decreto Legislativo 728. Ley
dc Fomento del Empleo, de l2 de noviembrc de 1991.

Esto es así porque, según cl Diccionario de la Lengua Española, dr"¿ir"ai"/o cs

Sujcto ! l¡ librc \.olunud o ¿l capricho ¡ntes que a 1a lcy o ¡ ld ruzón

Indebidamente, la Ley 26513 proñt¡lgada cuando ya se encontraba vigente la aclual

Constilución- pretendió equiperar cl despido que la Consti¡ución denominó urh¡lrLtn,)

solo a lo qLre la versión original del Decreto Legislativo 728 lldtl1ó injusllicado.
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Semejante operación normativa i¡¡plicaba afirmar que el dcspido r?¡1lo no pucdc ser

descriro como "sujeto a la librc voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón", lo
que es evidentemenle inaceptable.

Más allá de su deficiente lógica, la Ley 26513 luvo como consecuencia resucitar la
reposición como medida de protección lrente a un tipo de despido. entregándoles a los
jueces poder para forzar Ia continuidad de una relación de lrabajo.

Esta nueva clasificación que se mantiene en el Texto Unico Ordenado del Deürelo

Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado medianle
Decreto Supremo 003-97-TR- es inconstituc;onal.

[,amental]lcmente, este error lue ampliado por el Tribunal Constifrcion¿rl mediante los

casos Sindicato Telefónica (2002) y Llanos Lluasco (2003), en los que dispuso que

corrcspondía Ia reposioión incluso frente al dcspido arbitrario.

Al ticmpo que extrajo la reposición de Ia existcncia del amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió que se distinguiera entre el despido nulo, el incausado y el fraudülento. Asi,
si no conve¡cía, al mcrlos confundiría.

A mi criterio, la proscripción constitucional de la reposición incluye. cierlamenle. a los

trabajadores del Estado sujetos al Decrelo Legislativo 276 o a cualquier otro régi¡nen
laboml público.

Le Constirución de 1993 evitó cuidadosamente utilizar el término 'estabilidad laboral".
con el que tanto su predecesora de 1979 co¡¡o el Decreto Legislativo 276, de 24 de

marzo de 1984, se referían a la reposición.

El derecho a la reposición del régimcn dc la carrcra administrativa no sobrevivió. pues,

a la pro¡nulgación de Ia Conslilución el 29 dc dicicmbrc de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcurrido casi veinlicinco años sin que algunos se percalen de ello.

Por tanto. considero que el rccurso de agravio constitucional debe rcchazarse porquc no
,3stá relacionado con el contenido conslitucionalmcnte protcgido del derecho invocado.

S,

SARDÓN DE TABOADA I

IXP ¡".'047.11 2016-Pi\/ l('
t,lN1^
]LSÚS MAIII.iN CCACCYA COAGL II,A
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vol o sIN(;u1,,\lt l)til, M^GI§ l Ilú\Do ¡'IlRRI I0 cosl'A

Con la potestad que rnc olorga la Constitución, y con el mayor tcspcfo por la poncnuia

dc mi colcga magistrado, emito el preselltc voto singular, paro expresar ¡espetuos¿mentc
clue disiento del prccedente vinculanle eslablecido en la §entencia 00987 -2014-P /\/-l'C,
SliNl ltNCIA iNl tiRLOCtl'l'ORIA DLNEGATORIA, ¡ror los iirndamentos qr"re a

conlinuaci(ü expongol

t' liliflllilllilill lilllil llll
rrxP, N . 04743,20 r 6¡'A/r'C
l,I\rA
Jrisús [4ARllN cc^coy^ coACUlt.A

llr. 'I'R¡BLN^r, CoNsIr'¡ tcroNAt, coNo coRl'D oc lulvrsróN o rr^l,t,o y No Dli
cAsAcróN

Lo ConstiLución dc 1979 crcó el 'lribunal de Ga¡anlías CoDstifucionalcs co¡¡o
i¡stancia dc cnsaciór y la Constitución de 1993 co¡virtió al 'lribunel Constilucio¡ol
en insta[cia de l'allo. La Corstitución del 79, por primera vcz en nucsua historia
conslilucional, dispuso lü qrcación de un órgano a1 áoc, independiente del Poder
Judicicl" con la l¡¡rea de garantizar la suprclnacia constitucio¡al y la vigencia pleua
dc los dcrcchos I'undaurentales.

2. La Lcy lrundanental de 1979 cstableció qre cl Tribunal do Garanlias
Constituciorlales cra un órguno dc co¡t¡ol de la Constitución, que tenia j urisdicción
erl todo el tctritorio rlacional pilta conoeer, en ría dt caración, óe los habeas corpus
y amparos dcnegarlos por el l¡oder Judicial, lo que implicó quo dicho'l'ribunal no
col'rstiluía una instancia habilitadq para faJlar en lbrma deñnitiva sobre la cause. Ds

dccir, uo se pronunciaba sobre los hechos i¡vocados como amenaza o lesión a los
dcrrchos rcconotiJos cn l¡ Ct,nstitr,ci.,l.

L i')r csc scntido, la l-cy 23385, Ley Orgáíica del Tribun&l d0 Ga&uttiss
Consliluriorrales, \,igcntc l:n csc momenlo, estableció, elr sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano. al enco¡tral una resoiución denegaloria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma crrada o ha incur¡ido en graves vicios proces¡les en ln
lramitqciói y resolució! dc la demallda, proccderá a casar la sentetcia y, luego de
señalar la deilcie¡cia, devolr'crá los acluados o la Corte Suprema dc Justicia de la
llcpública (rccnvio) para quc emitu nuevo lallo siguiendo sus li¡eamicntos,
procedimjento que. a todas luccs, dilalab¿ cn exceso los procesos constitucionales
nrcncionados.

iil nodclo dc tulcla antc arrte¡szas y vulnctagién de derechos lue se.iamente
rnodlllc¡do cr la Constirlrciélr de i993. [n primer lugar, sc amplíal los
mqca¡ismos dc lr¡tcla dc dos a cualro, a saher, habeut corput, a]nlpañ, habcas dqto
y acción dc cunlplimienlo. Illl seguido lugor, se crea ul Tribuncl Codstitucional
cono ór'gano dc control dc h constitr.rcionalidad, au¡ cua¡do la Constilución lo
crlific{ erróncamcnlc co¡no "ó.gono dc control de la CoNlitución". No obstdnte. en

,1

lry'{l
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malori¡ dc proccsos constilucionales de la libeftad, la Constitt¡ción cstablccc que el
'l ribunal Conslitucional es iDsta¡cia de revisión o lallo.

Cabe señal¿rr que la Conslitución Politica dcl Perú, en su articulo 202. inciso 2,
plescribc quc corrcspondc al 'l ribunal Corlstitucional "conocer, cn última y
(lel¡niti|a ihstdttciu, las tusoluci¡¡ncs rtenegaktrias díclúdús en lor procesos cle

htrbeat cor¡ttts, amparo, habeas dcttu ! ucckin de cumpl¡fiiefito". Esta disposición
corlstjt cional, dcsdc una posición de l¡arrqa tutcia dc los derechos fundarnenlales,
cxigc que el Tribunal Constitucional cscucho y evalúc los alegafos de quien se

estima amcnazado o agraviado en un deteciro fundameDtal. Una lcclura diversa
collravcndria mandúos cscncialcs de la Constitución, colllo son cl pri¡cipio de

dcl¡rs0 de la pcrsona Jrumana y el rcspeto de su dignidad como lln supremo de la
sociedad y dcl llslado (articulo l), y "lu obserrancia del debido proceso y tutela
jltri"^d¡.cional- Ninguna per"'ona pue¿e sü de;viada de la .jurisdicción
prcdelcrminada por lú lqt, i )'ohelida d ptocedím¡cnlo diÍtinlo.le k)s pr¿\,¡amehte
¿stublecidor, t1i iuzgarla por órgnnos jutisdiccionales d¿ excepción ni p.)t
cotl¡s¡on¿s espcciale¡ crcqdds al cfi:cto cudtluiera seu tu de ohi ación't,
coDsag¡ada cn cl arliculo 139, inciso i.

Lo conslilucional cs cscuchar a la porle como concretización clc su dcrccho
irrcnunciablc a la dclensa; aclcnás, un iribunal Consiitucional constituyc el mas
clbclivo mcdio dc dclensa dc los dgrcchos lundaüentales f¡eDte a los podqcs
púbiicos y priT,aclos. lo cual evidpncia cl triunlo dc la justicia fiente a lo
arhítrarie¿lad.

¡
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tir, DER¡rcrro 
^ 

s[R oiDo co]ro r\r,\Nt r, lrs taclóN D¡t r,a r)t[|ocRATrzACróN DE t,os
['Ro{'[sos CoNst t ] uclorrtLtis DE IA t,¡t]¡tR t,\D

8. l,a admuislración rle justicia conslitucional dc la libenad que brinda cl 'l'ritrunal

Ccrlstilucion.¡I. desde sLL creación. es respetuosa. como correspondc, del delcclro de

rw

ó. Coño sc advicrte, a dilere¡cia de lo que acoltccc alr olros paises, en los cuales el
$cceso a la (rlljrtla inslarcia constitrlcio¡ral tiene lugar por l'4 via del ce ¡orar¡
(Suprcmil Corte dc los listodos [Jnidos), efl el Perú cl Poder Constituyente optó por
Lu ór'gano suprcrao de ilrterpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llanlados p¡ocesos dc la libcrtad suardo cl agraviado no haya obtenido una
protección de so dcrccho cn scde del Poder Judicial. lln otras palabns, si io quc
cstá en discusiór1 cs la supuesta a,ncnaza o lesión dc un dcrecho h¡tdemenlal, se

debe rbrir la via conespondiente para que cl 'I¡ibunal Constitucional pucda
pronunciarse. Pero la apertora dc esla via solo se produce si se pcrmite al
pcticionante colaborar con los.iucccs constil[cioDalcs medianlc un pormcnorizado
:rrr¿li.i. Jc l,,.luc sc prcterrd-'. dr'lo que.e invoe.r.
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delinsa inheÍente a toda persona, cuya mauilistación primaria es sl derecho a ser

oido con lodas ias debidas garlttl{ias al interiot de cualquier proccso cn el cual se

clctcrnrincn sus dctechos, intcrcscs,v obligacir:ncs.

9. I)rccisdmcnlo. mi alcjanlierlo respccto a la clnisióll dc una rcsolución aonslitucional
sin realizarse nudicncia dc visla cstá lclaoionado con la del-cnsa, l¡ oLlal, sólo es

el¡ctiva cuando cljusticiable y sus abogados pr.rcden exponer, de nanera escrila y
oral. los argumcntos pcrtincntes. concretándosc el principio de inmediación que

debc reSir cn todo proccso consliluctnral.

10. Sobrc la inlcrvención de ias partes, conesponde señalar que, cn tanlo quc ia
potcsrad de ad¡ninistr¿r .iusticia coDstituye una manifestación dei poder que el
llstado ost(nta sobfc las pcrsonas. §u ejercicio resülta conslitucional coa¡do se

brilda con cstriclo rcspcto dc los dercohos inherentes a todo se¡ hulnano, lo que
incluyc cl dcrecho a se¡ oido con las debidas B,ararrtias-

11. Cabc nñadir que la participacióü dircsla de 1as partes, en dellnsa dc sus intereses,
qüe se eoncede en la audielci¿r de vista, también constitoye utr elene¡to quc
dourocratiza el proceso. De lo co trario, se dccidilia sobre lá esfera de interés dc
u¡a persoia sin pcmritirle alegar lo oorrespondjenlr a su Íavor, lo que resultaría
cxcluvcntc y antidel¡ocrático. Además, el 'I bunal Constjtuciolal tienc el deber
includiblc dc optinliz¿rr, en cada caso concrelo, las ¡azones. los motivos y los
argumcntos que justilican sus .lecisiones, porque cl 'IribrLnal Constilucional se

lcgilirna no por ser un tribunal de justicia, sino por lajusticia de sus razones, por
cxprcsar de nrodo suficiente las rozolrcs de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que rcsuelve.

12. En ese scntido, la Corte l¡rt§famsricanq de Derechos Ilu¡nanos ha establecido quc el
dcrccho de dcl'ensa "obligd dl lrst.t.lo d ttqtar al ¡ndiNicluo eñ todo mofiento co to
un verdqdaro srieto del proceso, tn el mú$ dmplh rentido de esle coficepkr, , no
s¡hlplekknlc cottto objeto del mismo"l,y tluc "p¡tra que exirt.', debido proceto legal
e¡j prca¡sa que u justic¡able pueda hacer y«ler sus derechos y defender rrts
it¡1,t.'.¡c: tn,/ur¡to t/tctit,t y ¿ú contl¡ciohes de igucldad proca¡^el con otros

I Co e IDIL Caso Barrelo Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralb 29.
I Conc IDII. C¿so l]ilaire, Constantine y Beqjamin y otros vs. friuidad y Tobago,
serltcncio del 2l de julio de 2002, párrafb 146.

ffitflilil fluil ilti
ItxP N." 04743-20l6-PA/',l C
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JESÚS MARTiN CCACOYA COAGUILA
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ll. t.ll modclo dc "instancia dc fállo" plasmado en la Constitución no puede scr
dcsvirtuado por el 'l'ribuutrl Coüstitr¡cional si no es cotl grave violación dc sus

disposicioncs. Dicho l'ribunal es su intéryrete supremo, pero no su reformador, toda
vcz quc como órgano constituido tarnbión cstá sometido a la Constituoión.

14. Cu¡¡do sc irplica a u¡1 proceso constitucional dc la libcrtad la denominada
"sctltú[cia iüterlocL¡loria", el rccurso de agravio co¡lstitucional (RAC) pierdc su
lerdadcra csencia iuridica. ya que el 'Irit¡unal Constitr¡cio¡al 11o liene competencia
para 'rcvisaL' ni riucho menos "rccalificar" el recurso de agravio collstitucional.

15. I)c conl'ornridad cor los aÍiculos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'l¡ibunal Co¡stitncional no "concedc" cl ¡ecurso. Esta es u¡u conpete¡ci¿t cic Ia
Sala Supcrior del Podcr Judicial. Al l'ribunal lo que le corresponde es conocer del
R:\C y ¡rronunciarse sob¡c el lb¡rdo. Por cndc, no le h¿r sido dada la coñpetencia dc
rcchazar dicho recurso. sino po¡ el cont¡ario de "conoccr" io quc la parle alega
cono un agra.,io quc le causa indelensió¡.

16. Por otro lado, la "senleDcia i¡terloculoria" cstablccc como supuestos para su
aplicación lórmulas iurprecisas y amplias cuyo contelido. en cl mcjor de los casos,
rcquicrc scl aclalado. justilicaclo y .oncrgtado en supuestos específicos, a saber,
idc¡rtjllcar cu quó casos se aplicaria. No haccrlo. no dctlnirlo, ni justilioiulo,
corvicrle el crnpleo dc la precitada scntencia en arbitra¡io, todo vez que se podri¡r
al'ectar, enhc otros, el dereqho lundamental de defc¡sa. eI1 su manil'estacióD do ser
oido con las dcbidas garantias, pue$ ello darÍa lugor a decisiones subjelivas y
carqnles de prcdiclibilidad, al'cclando llotablenlento a los justiciables, quienes
tcnclríal quc adivinar qué rcsolvcrá cl l ribunal ColNtituciona] antes de presenlar su
respectiva dcmanda.

I 7. Por lo dc¡nás, mutat i"' mñdnd¡s, el precedente vinculante conteddo en la Senreneia
00987-2014-PA/'|C repitc lo señalado por. el Tribunal Constitucional e¡ otros
l'allos. como en el caso Luis Sánchcz Lagomarcino Ramjrez (Sentencia 02877-
20{)5-PIIC/IC). Del nis¡ro rnodo, constituye una re¿li¡mación de la natuialeza
ploccsal dc los proccsos co¡stitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, vía prcvia,
vias paralelas, litispendcncia, invocación dei derccho constitucionai liquido y
cierto. ctc.).

111. Sin crnbargo, cl hccho de t¡rc los proccsos co¡stilucionalcs de la libertad sean dc
una ndturaleza procesal distit'rta a la de los ptocesos ordinarios no constituyc un
molivo para que se puoda desvjlluar la csencia principal del recurso de agravio
constituoional.

tr illililtlll ffiil ilt ilti
llxP. N." 04743-2016-PAI[C
LIMA
JI]SI,JS MARl'iN CCACOY  COACU]I,A
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lr. Por tanlo, si se ticnc cn cucnta quc la justicia en scde constitucional represe[ta la
últina posibilidacl para protegcl y repiuar los derechos 1'undamentales de los
alfaviados, volo a lavor dc quc cn el presenle caso se convoque a audicncia para La

Vista, lo que gariürtiza que cl llibunal Constitucional, cn tanto insta¡cia úl1ina )'
delinitiva, sca l¡ adecuacla para poder escuchar a las pcrsonas alicladas en sus
dcrechos ese¡cialcs cuando no encuentran justioia cn el Podcl Judicia];
cspccialmcntc si sc tienc c¡ cuelta quc, agol.ada la via co¡slitucioMl. al jusliciablc
solo Ic qucda cl c¡nino de lo jurisdicoión intcrnacional de protección de derechos
huma¡os.

20. Como afirmó llaúl Fer¡ero Rebagliali, "la dei'ensa dcl de¡echo de uno cs, al mismo
licnlpo. una dei'erua total dc la Constilución, pues si toda garanlía conslitucional
c¡1raña el aqceso a la prcstacióD jurisdiccional, cada cual al delender su derecho
cstá dclindiendo ci de los demás y el dc la comunidad clue resulta oprimida o
cn\'ilccida sin la protecoióD j udicial ¿u1éDtica".

I l1lffi flrlil fllllll ] illi
t-)xP N." 04743-20 t6-PA/TC
LIMA
JI]SIIS MAR'IÍN CCACOYA COAGI III-A

s

trBlU{Ltto (_os l'A Wfflttt I Loq e o


